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Frente a las reformas propuestas por el presidente Gustavo Petro han 
enfrentado diversos desafíos en su implementación. La reforma de 
salud, archivada en la Comisión Séptima del Senado llevó al gobierno 
a negociar con actores del sector e implementar aspectos clave 
mediante decretos. La Superintendencia de Salud intervino varias EPS 
como vía para adelantar los cambios en el sistema sin una reforma 
legislativa completa, y un nuevo proyecto de ley busca transformar las 
EPS en Gestoras de Salud bajo la ADRES. En este contexto, 3 
proyectos de reforma al sistema de salud han sido radicados en el 
Congreso de la República. Diversas asociaciones médicas, exministros 
de salud, partidos políticos y el Gobierno han preparado sus 
propuestas con el objetivo de cambiar el sistema de salud, aunque con 
enfoques diferentes. La multiplicidad de proyectos refleja la 
insostenibilidad de la actual estructura en algunos aspectos como falta 
de cobertura efectiva, inequidad en el acceso a servicios y crisis 
financieras de las EPS.

La reforma pensional, por su parte, pasó por un proceso legislativo 
complejo y fue finalmente aprobada, con la implementación prevista 
para julio de 2025. Sin embargo, enfrenta posibles impugnaciones 
legales y podría ser suspendida por la Corte Constitucional. La reforma 
laboral avanzó lentamente debido a la prioridad de otras reformas y el 
bajo crecimiento económico en 2023. Finalmente, la Comisión 
Séptima de la Cámara de Representantes aprobó la reforma en su 
primer debate, eliminando artículos sobre derechos colectivos y 
libertad sindical. La reforma continuará su trámite legislativo en el 
nuevo periodo legislativo, incluyendo artículos relacionados con la 
empleabilidad y beneficios para trabajadores del sector de la 
seguridad.

En cuanto a la reforma educativa, está enfrenta un panorama político y 
legislativo complicado. A pesar del respaldo inicial de la Cámara de 
Representantes, la falta de apoyo en la Comisión Primera del Senado 
y las protestas lideradas por Fecode llevaron al archivo de la reforma. 
El gobierno realizó acuerdos con partidos de oposición, pero la falta 
de consenso y la previsión de tres ponencias distintas impidieron su 
debate antes del cierre del periodo de sesiones, quedando pendiente 
solo un debate para su aprobación.

Por el lado de la reforma agraria en Colombia enfrenta un 
estancamiento notable, a pesar de la evidente voluntad política y los 
recursos asignados por el gobierno. El presidente Petro, quien ha 
priorizado la reforma agraria como una de las principales promesas de 
su administración, ha logrado asignar un presupuesto de 9,2 billones 
de pesos al Ministerio de Agricultura, de los cuales tres billones están 
destinados específicamente para la adquisición de tierras. Sin 
embargo, el avance real ha sido mucho más lento de lo previsto. 
Desde el inicio de su mandato, el gobierno ha comprado 160.000 
hectáreas en un período de 15 meses, superando el récord de 117.000 
hectáreas compradas en seis años bajo las administraciones anteriores. 
Esta cifra, representa sólo una fracción del objetivo de adquirir 1,5 
millones de hectáreas para el año 2026. Para alcanzar esta meta, se 
requiere una compra mensual de aproximadamente 42.000 hectáreas, 
un ritmo que hasta ahora ha sido difícil de mantener.
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Uno de los grandes logros que el gobierno de Gustavo Petro 
presentó al inicio de su mandato fue la creación del Ministerio de 
la Igualdad y Equidad, una institución diseñada para promover la 
garantía de los derechos de las poblaciones más vulnerables del 
país, bajo la dirección de la vicepresidenta Francia Márquez. 
Este ministerio se presentó como una pieza clave en la agenda 
del gobierno para abordar desigualdades históricas y mejorar la 
calidad de vida de sectores marginados. No obstante, este 
avance se ha visto empañado por recientes problemas legales y 
administrativos que han puesto en cuestión la viabilidad y 
efectividad de la nueva entidad.

La Corte Constitucional de Colombia ha decidido anular la ley 
que creó el Ministerio de la Igualdad, tras encontrar que el 
Congreso omitió un requisito procedimental crucial: el aval fiscal 
del Ministerio de Hacienda para la creación de nuevos gastos del 
Estado. Este error en el proceso legislativo invalidó la norma que 
dio origen al ministerio. Sin embargo, la Corte ha pospuesto la 
aplicación de su decisión hasta 2026, permitiendo que el 
Ministerio continúe operando durante este período de transición 
para evitar una desarticulación abrupta de la política pública en 
curso. Este tiempo adicional le brinda al Congreso la 
oportunidad de corregir la ley y asegurar su correcta 
implementación.

A pesar de esta prórroga, la realidad del Ministerio de la 
Igualdad ha sido menos prometedora en términos de ejecución 
presupuestaria y operativa. Hasta la fecha, el ministerio ha 
ejecutado sólo el 0.14% de su presupuesto asignado de $1,8 
billones. Este gasto ha estado limitado exclusivamente al pago 
de salarios y contribuciones de nómina, sin avanzar en otras 
áreas clave como la adquisición de bienes y servicios ni en el 
fortalecimiento de acciones destinadas a garantizar los derechos 
de los sujetos de especial protección, como las madres cabeza 
de familia y personas con discapacidad.
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P R O M E S A S  Y  R E A L I D A D E S  E N  
S O S T E N I B I L I D A D .

 

 SECTOR AMBIENTAL: 
04 
El presidente ha sido un destacado protagonista del discurso 
ambiental a nivel mundial, proponiendo transformar 
Colombia con un enfoque en la justicia ambiental y la 
sostenibilidad. Sin embargo, tras dos años en el cargo, la 
realidad de su gestión ambiental no ha progresado como se 
planeaba. El gobierno no ha logrado avances concretos en 
varias de las propuestas medioambientales establecidas en 
su plan de gobierno. La ejecución de sus iniciativas ha sido 
obstaculizada por conflictos sociales y normativos, 
inestabilidad ministerial, críticas a decisiones controvertidas 
que afectan la soberanía energética, falta de capacidad de 
ejecución y coordinación entre niveles de gobierno, 
dependencia del sector extractivo, y deficiencias en la 
consulta y participación ciudadana. Además, la 
implementación efectiva de acuerdos internacionales y la 
falta de detalles concretos sobre financiamiento han 
contribuido a la limitada realización de sus promesas 
medioambientales, haciendo improbable que cumpla con la 
mayoría antes de agosto de 2026, cuando finaliza su 
mandato.
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En relación con la transición energética, aunque se han logrado algunos 
progresos, estos no han sido uniformes ni consistentes en todos sus 
aspectos. Uno de los principales esfuerzos ha sido la creación de un 
Instituto Nacional de Energías Limpias y un fondo específico para la 
transición, sin embargo, a pesar de que Colombia ha atraído 
financiación internacional para proyectos de energías limpias, la 
ejecución concreta de estos planes ha sido limitada. La expansión de las 
energías renovables se ha visto frenada por obstáculos normativos y 
conflictos sociales, especialmente en La Guajira, una región que Petro ha 
identificado como clave para esta transición. A pesar de algunos 
acuerdos con comunidades indígenas para mejorar las consultas sobre 
estos proyectos, la implementación sigue siendo un desafío, lo que 
evidencia la necesidad de una mayor coordinación y eficacia en la 
ejecución de estas iniciativas.

Petro ha cumplido algunas propuestas, como alcanzar la deforestación 
más baja en 23 años, reduciendo de 123,517 hectáreas en 2022 a 79,256 
hectáreas en 2023, gracias a acciones gubernamentales y acuerdos 
comunitarios. No obstante, 2024 presenta retos en este factor con un 
aumento del 40% en alertas de deforestación en el primer trimestre 
debido al fenómeno del Niño y la actividad de grupos armados ilegales. 
En cuanto al Acuerdo de Escazú, el Congreso colombiano ratificó el 
tratado en noviembre de 2022, y el Ministerio de Ambiente ha iniciado 
su implementación. Sin embargo, la protección de los defensores 
ambientales sigue siendo un problema grave, con amenazas y asesinatos 
persistentes, y la impunidad en las investigaciones judiciales es la norma.

En relación con la deuda externa, Petro ha propuesto un canje de deuda 
por inversión en adaptación y mitigación del cambio climático. Aunque 
el concepto no es nuevo, su implementación no se ha logrado concretar 
debido a qué se necesita de una mayor coordinación regional y la 
capacidad de convertir el discurso en acciones concretas.

En resumen, a medida que Colombia se prepara para ser sede de la 
COP16 de Biodiversidad, la brecha entre los discursos ambiciosos de 
Petro y sus logros reales en materia ambiental sigue siendo evidente. 
Aunque ha logrado algunos avances, la implementación efectiva de sus 
promesas sigue enfrentando importantes obstáculos, lo que pone en 
duda si podrá cumplir sus compromisos antes de finalizar su mandato. 
Ser anfitrión de la COP16 es una apuesta importante para el país, ya que 
refuerza su compromiso con la biodiversidad y posiciona a Colombia 
como líder en temas ambientales. Este evento es crucial porque 
establecerá lineamientos medioambientales internacionales y permitirá 
a Colombia mostrar sus avances y compromisos, mientras impulsa 
políticas sostenibles y equitativas en el uso de los recursos genéticos.
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G E S T I Ó N  D E  R E C U R S O S  Y  P O L Í T I C A S
D E  S O S T E N I B I L I D A D .

 

 SECTOR ENERGÉTICO:
05 
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El gobierno de Gustavo Petro, siguiendo su filosofía política 
y su acuerdo programático, decidió detener la exploración 
de petróleo, gas y otros recursos no renovables, impulsado 
por fines ambientalistas. Esta agenda incluye la prohibición 
del fracking y una reforma al código minero con el objetivo 
de detener las exploraciones de estos recursos naturales. 
Paralelamente, una de las mayores banderas del gobierno ha 
sido reducir las tarifas de energía eléctrica, especialmente en 
la costa caribe, y llevar a cabo una reforma a los servicios 
públicos que garantice un mínimo vital de servicios 
domiciliarios, incluyendo electricidad y gas natural. Estas 
decisiones, sin embargo, han complicado la gestión 
energética en el mediano plazo, ya que el país se enfrenta a 
la posibilidad de quedarse sin gas debido a la falta de nuevas 
exploraciones.



En este contexto, el gobierno ha 
considerado varias opciones para enfrentar la 
crisis energética. Una de estas ha sido no 
adquirir gas, lo que podría llevar a un apagón 
debido a la falta de reservas. Esta posibilidad 
sería crítica no solo políticamente, afectando 
la popularidad del presidente, sino también 
para la estabilidad general del país, 
especialmente en ciudades como Bogotá 
que ya enfrentan racionamientos de agua. Un 
apagón y la escasez de agua podrían 
provocar una crisis energética y de servicios, 
exacerbando los problemas sociales y 
económicos.

Otra opción considerada por el gobierno ha 
sido comprar gas a Venezuela, lo cual ha 
generado controversia, si bien se han 
adelantado negociaciones para este fin, esta 
medida implicaría un costo político, teniendo 
en cuenta los cuestionamientos hacia los 
resultados de las recientes elecciones. 
Además, esta elección se convierte en un 
problema geopolítico debido al 
reconocimiento de Estados Unidos a 
Edmundo González como presidente 
legítimo de Venezuela. Comprar gas a 
Maduro podría deteriorar las relaciones con 
Estados Unidos, un aliado clave para 
Colombia, y castigar políticamente a Petro 
en las elecciones de 2026.

Una tercera opción ha sido adquirir gas 
licuado de otros países, lo que resultaría en 
costos más altos. En un contexto donde el 
gobierno ha anunciado recortes en el gasto 
debido al bajo recaudo tributario, esta 
opción se ha vuelto casi inviable 
económicamente. La importación de gas a 
precios tres veces más altos impactaría 
negativamente el presupuesto nacional y 
podría poner en riesgo otros proyectos 
sociales y económicos del gobierno.
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La situación se muestra aún más compleja 
dado que las presidencias de las Comisiones 
Quintas del Congreso para la legislatura 
2024-2025 resultaron ocupadas por 
congresistas que han ejercido independencia 
sobre el Gobierno Nacional, las cuales son 
responsables de temas energéticos. Estas 
comisiones han iniciado controles políticos al 
Ministerio de Minas debido a las reservas de 
gas, creando un contrapeso en el Congreso. 

Esto refleja como una decisión que comenzó 
siendo económica se ha convertido en una 
decisión política. El gobierno de Gustavo 
Petro se enfrenta a un dilema que involucra 
consideraciones ambientales, económicas y 
geopolíticas. La decisión de detener la 
exploración de gas, aunque alineada con sus 
principios ambientales, ha desencadenado 
una serie de desafíos políticos y económicos 
que podrían definir el futuro de su 
administración y su legado. Cada una de las 
opciones disponibles tiene implicaciones 
importantes, tanto a nivel nacional como 
internacional, y afectará la estabilidad y 
popularidad del gobierno en los próximos 
años.

Otro de los problemas en el sector 
energético es la situación con la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas (Creg). El 
gobierno de Gustavo Petro no ha cumplido 
con el nombramiento de los comisionados 
de la Creg en propiedad. La falta de 
nombramientos ha llevado a un estado de 
interinidad, afectando la operatividad de la 
Creg y la estabilidad del sector. La Creg es 
crucial porque regula servicios públicos 
esenciales y emite normas sobre tarifas de 
energía eléctrica. La inacción del gobierno ha 
reducido la frecuencia de las sesiones y 
retrasado decisiones y resoluciones, 
generando descoordinación institucional y 
comprometiendo la política pública 
energética del país.



E S T R AT E G I A S  Y  R E S U LTA D O S .

SECTOR SEGURIDAD, 
ORDEN PÚBLICO Y PAZ:

06 
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La administración del presidente Gustavo Petro ha tenido como eje 
central la implementación de la política de Paz Total y la Seguridad 
Humana. Sin embargo, a pesar de las promesas de integrar ambas 
políticas, hasta ahora no se ha logrado una articulación efectiva en 
términos de agendas, políticas, procedimientos y lineamientos 
estratégicos. La Paz Total se ha centrado en una negociación con diversos 
grupos armados, mientras que la Seguridad Humana busca priorizar la 
protección de la vida de los civiles sobre el desmantelamiento de estos 
grupos. Esta falta de cohesión ha dejado vacíos que se han reflejado en 
las cifras de seguridad del país.

En los últimos meses, se ha observado un incremento en la percepción de 
inseguridad entre la ciudadanía. Las cifras de seguridad, en muchos 
casos, no muestran mejoras. Por ejemplo, los homicidios apenas han 
disminuido un 1%, y las masacres han aumentado un 3%, según el 
Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz). Además, los 
secuestros han mostrado un incremento importante, según este estudio.

Una de las áreas en las que el gobierno ha tenido un desempeño 
moderado es la protección de líderes sociales y firmantes del Acuerdo de 
Paz. Aunque ha habido una leve disminución en los asesinatos de estos 
líderes, los números siguen siendo altos, según datos de la Defensoría del 
Pueblo (2024). La poca capacidad del gobierno para proteger a estos 
individuos es vista como una falla de la política de paz total y de 
seguridad, que parecen operar en direcciones opuestas, dificultando la 
recuperación del control territorial en regiones afectadas por la violencia.

Por otro lado,  en lo que va del 2024, las Fuerzas Militares reportan un 
incremento de más del 40% en las incautaciones de drogas, superando 
las 400 toneladas. Recientemente, en el departamento del Cauca, se 
incautaron más de una tonelada y media de droga perteneciente al 
Estado Mayor Central. Estas operaciones afectan las finanzas del 
narcotráfico, estimándose una pérdida de más de diez mil millones de 
pesos para estos grupos. Además, se han confiscado más de dos millones 
de matas de coca y más de un millón de kilogramos de insumos sólidos 
utilizados para el procesamiento de drogas, según datos de las Fuerzas 
Públicas. Este aumento refleja un esfuerzo renovado en la lucha contra el 
narcotráfico, aunque la estrategia completa del gobierno en este ámbito 
aún requiere mayor claridad y consistencia.



Una de las principales apuestas y desa-
fíos del gobierno de Gustavo Petro ha 
sido la Paz Total, una iniciativa que busca 
negociar con todos los grupos armados 
ilegales en Colombia, incluyendo guerri-
llas y grupos criminales, para reducir o 
eliminar la violencia en los territorios. 
Este enfoque es ambicioso y retador, 
considerando la complejidad histórica 
del conflicto armado en Colombia. 

El Gobierno de Colombia está llevando a 
cabo tres procesos de negociación simul-
táneos bajo la iniciativa de "paz total". El 
primero es con el Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), con quienes ha avanzado 
en la firma de 28 acuerdos parciales, 
incluido un cese del fuego bilateral que 
lleva casi un año. Sin embargo, este pro-
ceso ha encontrado dificultades, como la 
crisis generada por secuestros y disputas 
internas en la guerrilla, que han congela-
do las conversaciones. Estas mesas 
buscan demostrar la voluntad de paz de 
los grupos armados y encontrar una 
salida negociada a la violencia. Además, 
se han firmado ceses bilaterales y tempo-
rales al fuego con algunos de estos 
grupos, con el objetivo de avanzar en los 
diálogos y disminuir el impacto del con-
flicto en la población civil.

El segundo proceso es con las disiden-
cias del "Estado Mayor Central" de las 
FARC, una organización fracturada inter-
namente. A pesar de los avances en las 
negociaciones, la cohesión del grupo se 
ha visto comprometida, lo que genera 
dudas sobre la efectividad de los acuer-

se ha visto comprometida, lo que genera 
dudas sobre la efectividad de los 
acuerdos, especialmente en cuanto al 
cese del fuego en algunas regiones.

El tercer proceso, que se espera iniciar 
pronto, es con la "Segunda Marquetalia", 
otro grupo disidente de las FARC liderado 
por Iván Márquez". Este proceso enfrenta 
desafíos legales y de legitimidad, ya que 
los desertores de la justicia transicional de 
2016 buscan reincorporarse al proceso de 
paz. Aún no está claro cómo el Gobierno 
manejará el sometimiento de estos com-
batientes a la justicia.

Por el lado de la implementación del 
acuerdo de paz con las FARC ha mostrado 
avances limitados. Según datos de la Fun-
dación Pares (2024), los mecanismos de 
implementación, verificación y refrenda-
ción solo se han ejecutado hasta la mitad 
mientras que otros puntos como la Refor-
ma Integral Rural solo han avanzado un 
6%. La falta de voluntad política y la ejecu-
ción insuficiente de recursos han sido pro-
blemas persistentes, con solo el 17% del 
presupuesto del Fondo Colombia en Paz 
ejecutado en 2023. Aunque se ha intenta-
do establecer una jurisdicción agraria y 
garantizar la restitución de tierras, los 
avances en los Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET) y la partici-
pación política han sido escasos. Los líde-
res sociales continúan en riesgo y las disi-
dencias de las FARC se han consolidado, 
amenazando a los firmantes de paz. A 
pesar de la voluntad y esfuerzos en la polí-
tica antidrogas, los resultados tangibles 
son limitados. 
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PROCESO DE PAZ.  



P R O Y E C T O S  Y  D E S A R R O L L O  V I A L .

 

  SECTOR DE
  INFRAESTRUCTURA: 

07 
El presidente Gustavo Petro ha abogado por un enfoque de 
infraestructura que priorice la equidad y las necesidades sociales, de 
esta manera, el presidente ha criticado la inversión en infraestructura 
vial que, según él, ha favorecido hasta el momento al sector privado. 
Además, el presidente ha promovido el uso del cobro por 
valorización como un mecanismo clave para financiar proyectos de 
infraestructura. Considera que este método no solo es necesario para 
recuperar parte de la inversión pública, sino también para asegurar la 
financiación de futuras obras. 

Una de las principales banderas del presidente Gustavo Petro en el 
sector de infraestructura es el programa “Caminos Comunitarios”, 
que busca mejorar la infraestructura vial en áreas rurales de 
Colombia, interviniendo más de 33,000 kilómetros de vías terciarias 
para conectar centros urbanos con zonas rurales y facilitar el 
transporte de productos agrícolas. Este programa destaca por 
involucrar directamente a las Juntas de Acción Comunal (JAC) en la 
construcción y mantenimiento de las vías, en lugar de depender 
exclusivamente de empresas especializadas. Hasta abril de 2024, se 
han firmado 1,035 convenios con 510 municipios, completando 78 
proyectos con una inversión de aproximadamente 45,931 millones de 
pesos, logrando un avance del 20% del objetivo total. A pesar de los 
desafíos para alcanzar la meta, se ha logrado progreso en 
departamentos como Boyacá, Cesar y Quindío.

En el ámbito de grandes proyectos, el gobierno de Gustavo Petro ha 
anunciado la licitación de cinco importantes iniciativas de 
infraestructura en 2024, con un valor total de 19 billones de pesos, 
para impulsar el sector. Estos proyectos abarcan el Corredor Férreo 
Central entre La Dorada y Chiriguaná, la vía Estanquillo - Popayán en 
Cauca, la doble calzada Villeta - Guaduas en Cundinamarca, mejoras 
en Fontibón - Faca - Los Alpes en Bogotá, y una nueva terminal aérea 
en San Andrés, con inicio de construcción previsto entre 2025 y 2026. 
No obstante, el recorte presupuestal en 2025 debido a necesidades 
fiscales ha reducido los fondos para infraestructura, lo que podría 
afectar proyectos actuales y llevar al gobierno a considerar la 
reprogramación de vigencias futuras debido a retrasos considerables.
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R E L A C I O N E S  I N T E R N A C I O N A L E S  Y  
D I P L O M A C I A .

 

POLÍTICA EXTERIOR: 
08 
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Durante su mandato, el presidente Gustavo Petro ha mantenido una agenda 
exterior activa y diversificada. En relación con Venezuela, el presidente ha 
trabajado para restablecer y fortalecer los lazos diplomáticos y comerciales. En 
septiembre de 2022, se reabrió la frontera entre ambos países, que había 
estado cerrada desde 2015. A pesar de ello, las relaciones con Venezuela se 
pueden llegar a complejizar debido a la reciente reelección de Nicolás Maduro 
en unas elecciones que han sido cuestionadas y declaradas como ilegítimas por 
algunos gobiernos. Este proceso electoral ha generado el rechazo de una 
buena parte de la comunidad internacional, incluidos países como Estados 
Unidos, que han desconocido la elección de Maduro y reconocido a Edmundo 
González como el nuevo presidente de Venezuela. Esta situación presenta un 
desafío para el gobierno de Gustavo Petro, quien ha mostrado cercanía con el 
Presidente Maduro y tenía previstos numerosos proyectos conjuntos en 
ámbitos comerciales y energéticos. La controversia y la inestabilidad política en 
Venezuela podrían obstaculizar estos planes y afectar la cooperación bilateral 
en diversas áreas estratégicas.

Otro de los escenarios donde el presidente Petro ha participado activamente 
es en la Asamblea General de las Naciones Unidas. Durante estos encuentros, 
ha criticado la política estadounidense contra las drogas, la financiación de la 
guerra en Ucrania y el manejo de la migración, vinculando estos temas con la 
desigualdad y el cambio climático. Además, ha propuesto la creación de 
conferencias de paz para Ucrania y Palestina, así como encuentros para 
promover la transición de la economía fósil hacia una economía verde. Petro 
también ha llamado a reformar el sistema financiero mundial para financiar el 
desarrollo sostenible y superar la crisis climática. Ha resaltado la necesidad de 
una acción climática urgente y ha abogado por un enfoque global de la lucha 
contra el narcotráfico más humanitario y menos punitivo. Durante estas 
reuniones, ha mantenido encuentros bilaterales con líderes de diversas 
naciones, buscando fortalecer las relaciones diplomáticas y comerciales del 
país.

Uno de los puntos más álgidos de la política exterior del presidente Gustavo 
Petro ha sido su involucramiento en el conflicto entre Israel y Palestina. A través 
de sus comentarios en redes sociales, Petro ha expresado su posición, 
generando tensiones tanto en la relación con Israel como dentro de Colombia. 
Aunque aboga por la paz, no ha condenado explícitamente los ataques de 
Hamás, causando descontento entre la población judía y quienes apoyan la 
respuesta israelí. En cambio, ha pedido el reconocimiento integral del Estado 
palestino. Ante la presión internacional, Petro anunció la ruptura de relaciones 
diplomáticas con Israel y la suspensión de exportaciones de carbón a ese país, 
marcando un giro respecto a las políticas diplomáticas de anteriores gobiernos 
que mantenían fuertes lazos con Israel.

Por último, en el gobierno de Gustavo Petro, se han logrado avances en 
comercio exterior, destacándose el Acuerdo Integral de Asociación Económica 
(CEPA) con los Emiratos Árabes Unidos, eliminando barreras arancelarias y 
facilitando el acceso a un mercado de alto poder adquisitivo, beneficiando 
sectores como el agrícola y las TIC. Además, se fortalecieron las relaciones con 
China mediante la firma de doce acuerdos en áreas como economía, 
tecnología y medio ambiente, destacando protocolos sanitarios para la 
exportación de carne bovina y quinua, lo que abre nuevas oportunidades 
comerciales y promueve la cooperación bilateral en sectores estratégicos.
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B A L A N C E  Y  D E S A F Í O S  
F U T U R O S .  

 

CONCLUSIONES: 

En los primeros dos años del gobierno de Gus-
tavo Petro, se evidencian tanto logros como 
deficiencias en diferentes sectores. En el sector 
político, Petro ha enfrentado una fragmenta-
ción y tensiones con el poder judicial, que han 
dificultado la implementación de sus reformas. 
La relación con el Congreso ha sido especial-
mente compleja, afectada por la falta de una 
coalición sólida y diversos escándalos de 
corrupción que han afectado la gobernabili-
dad.

En el ámbito económico, la reforma tributaria 
se destacó como una de las principales iniciati-
vas, aunque su implementación ha sido proble-
mática, generando desfinanciamiento temporal 
y desafíos fiscales. El gobierno también ha 
tenido tensiones con el Banco de la República 
sobre la política monetaria, y la inversión 
extranjera, aunque creciente en ciertos secto-
res, enfrenta incertidumbre debido a las políti-
cas gubernamentales.

En el sector social, la implementación del Plan 
Nacional de Desarrollo ha sido lenta, con la 
mayoría de los indicadores mostrando pocos 
avances. Las reformas en salud, trabajo y edu-
cación han enfrentado obstáculos legislativos y 
resistencia, y la reforma agraria, aunque ha 
logrado algunos avances, está muy lejos de 
alcanzar sus metas iniciales.

En términos ambientales, Petro ha logrado 
reducir la deforestación, pero su agenda de 
transición a energías limpias y otros compromi-
sos medioambientales ha avanzado lentamente 
debido a obstáculos normativos y conflictos 
sociales. La ratificación del Acuerdo de Escazú 
es un logro, pero la protección de los defenso-
res ambientales sigue siendo un desafío.

En el sector energético, la decisión de detener 
la exploración de recursos no renovables ha 
generado controversia y complicaciones en la 
gestión energética del país, con opciones limi-
tadas y costos potencialmente altos para suplir 
la demanda de gas. La falta de nombramientos 
en la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
también ha afectado la operatividad del sector.

En seguridad y orden público, la política de 
Paz Total ha avanzado en negociaciones con 
grupos armados, pero la falta de cohesión en 
las estrategias de seguridad ha dejado vacíos 
que se reflejan en las cifras de inseguridad. 
Aunque se han incrementado las incautacio-
nes de drogas, la protección de líderes socia-
les y firmantes del Acuerdo de Paz sigue 
siendo insuficiente.

En infraestructura, el programa “Caminos 
Comunitarios” ha tenido cierto éxito en mejo-
rar la infraestructura vial en áreas rurales, pero 
los recortes presupuestarios han afectado los 
fondos para proyectos mucho más grandes.

En política exterior, la administración de Petro 
ha restablecido relaciones con Venezuela y ha 
tenido una presencia activa en foros interna-
cionales, aunque su postura en el conflicto 
Israel-Palestina ha generado tensiones. Los 
acuerdos comerciales con países como China 
y los Emiratos Árabes Unidos han fortalecido 
el comercio exterior.

Los desafíos para el futuro del gobierno de 
Gustavo Petro son numerosos. La implemen-
tación efectiva del Plan Nacional de Desarro-
llo sigue siendo un reto, con sectores como 
Salud y Protección Social y Educación mos-
trando un desempeño insuficiente. La política 
de Paz Total enfrenta dificultades en la nego-
ciación con diversos grupos armados y en la 
protección de líderes sociales y firmantes del 
Acuerdo de Paz. En el ámbito económico, la 
necesidad de ajustes fiscales y la baja ejecu-
ción presupuestaria son áreas críticas que 
requieren atención. El gobierno también 
deberá enfrentar la crisis energética y las 
implicaciones de sus decisiones en la explora-
ción de gas y petróleo.

La percepción pública del gobierno de Petro 
ha sido mixta, influenciada por los menciona-
dos escándalos de corrupción y la fragmenta-
ción política. Esta situación ha generado des-
confianza tanto en el Ejecutivo como en los 
partidos políticos, complicando la aprobación 
de reformas importantes. La percepción de 
inseguridad también ha aumentado, con 
datos que muestran un incremento en las 
masacres y secuestros.



Primero, la gobernanza colaborativa será esencial. La administración 
deberá construir coaliciones y generar consensos en un contexto de alta 
fragmentación política y social. La capacidad de Petro para negociar y 
colaborar con diversos actores políticos y sociales será clave para la 
implementación efectiva de sus políticas.

Segundo, una administración pública eficiente es indispensable. La alta 
rotación de ministros y funcionarios debe ser abordada para garantizar 
estabilidad y continuidad en la implementación de políticas. Fortalecer las 
capacidades institucionales y administrativas será crucial para mejorar la 
ejecución presupuestaria y alcanzar las metas del Plan Nacional de 
Desarrollo.

Tercero, la estabilidad macroeconómica y la confianza en las instituciones 
fiscales son esenciales para el desarrollo económico sostenible. Las 
reformas fiscales y tributarias deben ser diseñadas e implementadas de 
manera que aseguren el equilibrio fiscal sin desincentivar la inversión 
privada. Una gestión financiera rigurosa será necesaria para mantener la 
confianza de los mercados y fomentar un entorno económico favorable.

Cuarto, la consolidación de la paz requiere más que la ausencia de 
conflicto; necesita la presencia de justicia social y equidad. La política de 
Paz Total debe abordar las causas estructurales de la violencia, como la 
inequidad social y la falta de oportunidades económicas. La protección de 
líderes sociales y la reincorporación efectiva de excombatientes serán 
esenciales para lograr una paz duradera y estable.

Finalmente, las decisiones energéticas y su manejo de las relaciones 
internacionales tendrán implicaciones importantes. La capacidad del 
gobierno para navegar las relaciones geopolíticas y asegurar acuerdos 
beneficiosos será crucial para la estabilidad económica y política del país.
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Los próximos dos años serán cruciales para la consolidación de las reformas 
propuestas por Gustavo Petro. La capacidad de su administración para superar los 
obstáculos políticos, económicos y sociales determinará si se pueden cumplir las 
expectativas de desarrollo y estabilidad en Colombia. Varios factores serán 
determinantes:
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